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BOLETÍN TRIBUTARIO – 021/24 
 
 

ACTUALIDAD NORMATIVA – JURISPRUDENCIAL 
 

 
I. MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

 
 AMPLÍA DE MANERA TRANSITORIA EL PLAZO DEL 

CIERRE DEL BANCO DE PROYECTOS DE INVERSIÓN DE 
OBRAS POR IMPUESTOS PARA LA VIGENCIA 2024 - 
Proyecto de Decreto1 
 
El Minhacienda publicó el referido proyecto en su página web. 
Recibirá comentarios hasta el 9 de febrero de 2024, al link: 
Comentarios Proyecto Decreto. 

 

 
II. CONSEJO DE ESTADO 
 

 DECLARA LA NULIDAD DEL ÚLTIMO INCISO DEL 
ARTÍCULOS 3º Y DEL ARTÍCULO 5º DEL DECRETO 1766 DE 
2004, “POR EL CUAL SE REGLAMENTA EL ARTÍCULO 158-3 
DEL ESTATUTO TRIBUTARIO”: DEDUCCIÓN POR 
INVERSIÓN EN ACTIVOS FIJOS - OPORTUNIDAD DE LA 
DEDUCCIÓN - EFECTO DE LAS ANULACIONES, 
RESOLUCIONES Y RESCISIONES DE LOS CONTRATOS DE 
COMPRAVENTA DE ACTIVOS FIJOS REALES 
PRODUCTIVOS, O DE NO EJERCER LA OPCIÓN 
IRREVOCABLE DE COMPRA - Sentencia 26739 del 25 de enero 
de 2024 

 
Resaltó la Sala: 
 
 
 

                                                 
1  Adiciona un inciso transitorio al parágrafo 1 del artículo 1.6.5.3.3.1. de la Sección 3 del Capítulo 
3 del Título 5 de la Parte 6 del Libro 1 y un inciso transitorio al parágrafo 4 del artículo 1.6.6.2.3. 
del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario 
en Materia Tributaria 
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“La Sala debe determinar si los apartes acusados de los artículos 3º y 5º 
del Decreto 1766 del 2 de junio de 2004, proferido por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, exceden la potestad reglamentaria.   
 
Cabe advertir que el Decreto 1766 de 2004 reglamentaba el artículo 158-3 
del Estatuto Tributario, norma que fue derogada expresamente por el 
artículo 376 de la Ley 1819 de 2016, por lo que la norma reglamentaria 
también habría perdido vigencia. Sin embargo, esta corporación, de 
manera pacífica y reiterada, admite el control judicial de actos derogados 
porque el efecto de la declaratoria de nulidad es ex - tunc, desde entonces 
y afectará las situaciones jurídicas no consolidadas. Teniendo en cuenta 
que el acto acusado produjo efectos jurídicos que, particularmente en 
materia tributaria, pueden extenderse más allá de su vigencia, resulta 
necesario estudiar su legalidad como garantía de que se haya respetado el 
orden jurídico. 
 
(…) 
 
En el presente caso, el Presidente de la República, en ejercicio de sus 
facultades reglamentarias que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución expidió el Decreto 1766 del 2 de junio de 2004, “por el 
cual se reglamenta el artículo 158-3 del Estatuto Tributario.” El artículo 
158-3 del E.T. consagraba la posibilidad de los contribuyentes de deducir 
de la renta un porcentaje del valor de las inversiones efectivas realizadas 
en activos fijos reales productivos adquiridos. Se transcriben a 
continuación los artículos que contienen los apartes demandados… 
 
(…) 
 
De acuerdo con la primera de las normas reglamentarias demandadas, si 
el contribuyente que accedió al beneficio y obtuvo la deducción de un 
porcentaje del valor de la inversión en activos fijos reales productivos, deja 
de utilizar el activo o lo enajena antes del vencimiento del término para 
depreciarlo o amortizarlo, la consecuencia es que, en el periodo fiscal en 
que ello ocurra, el contribuyente debe reintegrar la deducción especial. La 
misma consecuencia se deriva del artículo 5º transcrito cuando los 
contratos que dieron derecho al beneficio se anulen, rescindan o resuelvan, 
o cuando no se materialice la opción irrevocable de compra, cuando se haya 
adquirido mediante el sistema de leasing. 
 
La manera de reintegrar la deducción especial, según las disposiciones 
transcritas, es que el contribuyente debe “incorporar el valor proporcional 
de la deducción solicitada como renta líquida gravable en la declaración 
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del impuesto sobre la renta y complementarios del periodo fiscal en que ello 
ocurra”. La proporción para reintegrar se determina teniendo en cuenta la 
vida útil pendiente de depreciar o amortizar.   
 
Como se ve, el reglamento señaló que el reintegro del beneficio sería como 
una “renta líquida gravable”. Esta Sala tuvo oportunidad de precisar el 
alcance de las normas que ahora se demandan en los siguientes 
términos2… 
 
(…) 
 
Es claro entonces y en ese aspecto coinciden las partes y las instituciones 
que rindieron concepto, en el sentido que las normas acusadas señalan que 
el contribuyente que obtuvo la deducción especial y posteriormente deja de 
utilizar el activo o lo enajena antes del vencimiento del término para 
depreciarlo o amortizarlo, o bien, los contratos que dieron derecho al 
beneficio se anulen, rescindan o resuelvan, o no se materialice la opción 
irrevocable de compra; se debe incluir la parte proporcional del beneficio 
como renta líquida gravable, es decir, como un mayor valor de la base 
gravable a la que aplicará la tarifa correspondiente del impuesto. Ello 
implica que no pueda ser afectada con costos, gastos, compensaciones o 
demás factores que disminuyan la renta.   
 
(…) 
 
Después de realizar las comparación de las normas, a juicio de la Sala, los 
textos acusados exceden la disposición legal reglamentada, dado que crean 
unos supuestos y una consecuencia jurídica que no fue señalada por el 
legislador, pues el texto del artículo 158-3 del E.T. no mencionó la 
circunstancia de que los contratos que dieron derecho al beneficio se 
anulen, rescindan o resuelvan, o que no se materialice la opción irrevocable 
de compra, cuando se haya adquirido mediante el sistema de leasing, o que 
el activo se deje de utilizar o se enajene. 
 
Tampoco es posible derivar de la norma reglamentada que la intención del 
legislador fuese que en algún caso la manera de reintegrar la deducción 
especial sea incorporarla como renta líquida gravable 
 
 
 
 

                                                 
2 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia del 
27 de mayo de 2021, exp. 22245, M.P. Julio Roberto Piza Rodríguez. 



 
 

 

 

 

 

4 
 

 

 

Las disposiciones acusadas no se limitan a desarrollar el artículo 158-3 del 
E.T. para su correcto cumplimiento, sino que establecen disposiciones 
nuevas que no se derivan de la norma reglamentada y cuya 
predeterminación le corresponde únicamente a la Ley en los términos del 
artículo 338 superior, pues al señalar como consecuencia normativa que el 
beneficio se recupere incorporándola como renta líquida gravable está 
modificando la base gravable del impuesto sobre la renta, asumiendo 
funciones propias del Congreso de la República. 
 
(…) 
 
Al respecto debe señalarse que el artículo 195 del Estatuto Tributario 
dispone la recuperación de deducciones por depreciación, pérdida de 
activos fijos, amortización de inversiones, deudas de dudoso o difícil cobro, 
deudas perdidas o sin valor, pensiones de jubilación o invalidez, o 
cualquier otro concepto, «hasta la concurrencia del monto de la 
recuperación», mediante el incremento de la renta líquida. En ese sentido, 
la Administración cuenta con una herramienta para recuperar los 
beneficios tributarios no consolidados que fueron reclamados por los 
contribuyentes «en uno o varios periodos gravables como deducción», y a 
los administrados esta disposición les otorga de un medio para devolver 
tales conceptos. 
 
Como indicó esta sección,3 la renta líquida por recuperación de 
deducciones corresponde a una categoría jurídica diferente a la renta 
líquida gravable, pues tienen un alcance y propósito distinto. 
 
(…) 
 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto se demuestra la vulneración del 
artículo 158-3 del E.T. y de contera los artículos 189 núm. 11 y 338 de la 
Constitución, por lo que de acuerdo con el artículo 137 del CPACA, 
procede declarar la nulidad de las normas demandadas”. (Subrayados 
fuera de texto). 

 
 
 
 
 
 
 

                                                 
3 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia del 
27 de mayo de 2021, exp. 22245, M.P. Julio Roberto Piza Rodríguez. 
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III. BANCO DE LA REPÚBLICA 

 

 LA JUNTA DIRECTIVA DEL BANCO DE LA REPÚBLICA 
DECIDIÓ POR MAYORÍA REDUCIR EN 25 PUNTOS 
BÁSICOS (PBS) LA TASA DE INTERÉS DE POLÍTICA 
MONETARIA A 12,75% 
 
El Banrepública mediante comunicado de prensa destacó: 
 
“En su discusión de política, la Junta Directiva tuvo en cuenta los 
siguientes elementos: 
 

 En diciembre la inflación anual cayó por noveno mes 
consecutivo y al cierre del año se situó en 9,28%, acorde con la 
proyección del equipo técnico realizada en diciembre. El 
descenso de la inflación estuvo liderado por alimentos cuya 
inflación anual se redujo a 5% y por bienes (sin alimentos ni 
regulados) con un registro de 7,1% al finalizar el año. En 
contraste, la inflación de regulados se aceleró a 17,2% y la 
canasta de servicios (sin regulados) sorprendió al alza y 
continúa registrando una inflación anual elevada cercana a 9%. 
 

 La mayoría de las medidas de expectativas de inflación se 
redujeron y señalan una trayectoria descendente en el tiempo. 
La encuesta mensual de analistas que realiza el Banco mostró 
que entre diciembre y enero en la mediana de la muestra las 
expectativas de inflación a un año se redujeron de 5,7% a 5,2% 
y a dos años de 3,8% a 3,6%. Igualmente, las expectativas que 
se extraen de los mercados de deuda pública ajustadas mostraron 
reducciones para todos los plazos. 
 

 Con relación a la actividad económica el equipo técnico mantiene 
la estimación de crecimiento de 1% para 2023 y de 0,8% para 
2024, el cual es compatible con niveles de producto sostenibles 
en el largo plazo y con la convergencia de la inflación a la meta. 
La moderación de la demanda interna se refleja en una 
disminución del déficit de la cuenta corriente como proporción 
del PIB, que pasaría de 6,2% en 2022 a 2,8% en 2023, y se 
situaría en 2,9% en 2024. La corrección del desbalance externo 
hace que la economía sea menos vulnerable ante eventuales 
deterioros en el contexto global. 
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 Las condiciones financieras externas han mejorado, en medio de 
una inflación global con tendencia decreciente y una menor 
desaceleración de la economía mundial frente a lo proyectado. 
En este entorno, en el curso de 2023 la prima de riesgo soberano 
de Colombia se redujo y el peso se apreció en mayor proporción 
que las monedas de los países comparables de la región. 
 

 El aumento del salario mínimo para 2024 estuvo por encima de 
lo previsto, lo cual influye en la senda de precios proyectada por 
el equipo técnico, especialmente en la canasta de servicios. A ello 
se suman los riesgos derivados del fenómeno de El Niño sobre 
los precios de los alimentos y la energía, al igual que la 
perspectiva de ajuste en los precios de los regulados”.   

 
 

 
SÍGUENOS EN "X" (TWITTER) 
 
FAO 
07 de febrero de 2024 


